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FRANCISCO SOSA WAGNER. La gestión
de los servicios públicos locales,
Civitas. Madrid, 1992. 192 págs.

Con este título aparece un nuevo ejem-
plar de la colección de monografías de la
editorial Civitas que, con cubiertas reno-
vadas, sigue manteniendo las característi-
cas que la han convertido en una colec-
ción ya clásica de la literatura jurídica.

Desde el prólogo de la obra, a cargo
de E. García de Enterría, se pone de
manifiesto la preocupación existente
por los servicios públicos en una doble
dimensión.

Primero porque, en las últimas décadas
y por circunstancias políticas que huelga
recordar, el Derecho Administrativo esta-
ba volcado sobre los instrumentos de de-
fensa o reacción contra las prerrogativas
propias de la Administración Pública y
descuidaba las razones últimas de la exis-
tencia de ésta: la prestación de servicios
públicos, la satisfacción del interés gene-
ral y las necesidades colectivas... La preo-
cupación por los instrumentos descuidó el
destino de los mismos y el resultado se
tradujo en la mediocre gestión de los ser-
vicios públicos que todos conocemos y he-
mos padecido éri ocasiones, situación que,
por cierto, ya ha sido denunciada por una
atenta doctrina '.

Y en segundo lugar porque, supuesta la
necesidad de revitalizar los frecuentemen-

te denostados servicios públicos, resulta
necesario controlar el denominado fenó-
meno de «huida del Derecho Administrati-
vo» en la prestación de aquellos. Esta hui-
da, desbocada, ha sido el efecto de la
fusta, un tanto exagerada, que supone la
identificación entre actividad y gestión
privadas y eficacia. Pues bien, sin negar
que determinadas características de la ges-
tión privada incrementan de forma nota-
ble la eficacia, la identificación absoluta
de los términos descritos no puede resul-
tar más que ingenua o malintencionada.
De ello es muestra el no pequeño número
de empresas que, pese a la gestión priva-
da, no alcanzan la eficacia exigida para so-
brevivir en un mercado competitivo que
las lleva a la extinción. Peligro de extin-
ción que, en cambio, en ausencia de mer-
cado y por muy mala que sea la gestión,
no existe, ni puede existir, desde los postu-
lados del Estado social, máxime cuando la
rentabilidad económica tiene, en la presta-
ción de servicios públicos, una dimensión
diferente. Ahora bien, la ausencia de este
peligro no puede justificar la pervivencia
de una gestión deficiente de los servicios
públicos y se hacen necesarias fórmulas
de evaluación de la funcionalidad y efica-
cia de los mismos que permitan detectar,
para su eliminación, los vicios causantes
de dicha gestión.

La frecuente remisión a la actividad pri-
vada de la gestión de servicios públicos no

* NIETO, A., «La vocación del Derecho Administrativo de nuestro tiempo», Revista de Administración
pública, núm. 76, Enero-Abril, 1975, págs. 9-35; MARTIN REBOLLO, L., «De nuevo sobre el servicio
público. Planteamientos ideológicos y funcionalidad técnica», Revista de Administración Pública, núms.
100-102, Enero-Diciembre, 1983, vol. III, págs. 2471-2544; y más recientemente, PAREJO ALFONSO,
L., «Crisis y renovación en el Derecho Público», Colección Cuadernos y Debates, núm. 30, Centro de Es-
tudios Constitucionales, Madrid, 1991.
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hace sino poner de relieve dos circunstan-
cias: la defectuosa gestión que de los mis-
mos hace el sector público y la rentabili-
dad económica del servicio transferido
que, de otro modo, jamas sería acometido
por la iniciativa privada. La gestión priva-
da guiada por la rentabilidad económica
satisfará así el interés público vinculado al
servicio. Pero, ¿por qué consigue la activi-
dad particular lo que no consigue la públi-
ca? ¿Sólo porque es mejor la gestión? ¿O
quizás por las ventajas derivadas de la des-
naturalización del servicio público que la
privatización importa? Esto es, ¿no será
que lo que hace más eficaz (y rentable) el
servicio es la pérdida de determinados ele-
mentos que lo configuran como público?
La «huida del Derecho Administrativo»
parece justificarse en que éste es la causa
del deficiente funcionamiento de los servi-
cios públicos. Pero las reglas administrati-
vas de contratación, procedimiento, conta-
bilidad, personal, etc., ¿son las causantes
auténticas del deficiente servicio? Si así
fuera, creo yo, la solución no pasaría por
renunciar a una de las más importantes
conquistas sociales y jurídicas dando rien-
da suelta al fenómeno privatizador, sino
por abordar el estudio del Derecho Admi-
nistrativo retomando, en sus aspectos so-
ciales, los planteamientos de la olvidada
teoría del servicio público 2.

Al margen de estas ideas, latentes en la
obra comentada, se nota la confianza del
autor, que comparto, en las posibilidades
del Derecho Administrativo y en el servi-
cio público. De otro modo, ¿para qué ser-
virían unos entes públicos carentes de
utilidad? ¿Qué sentido tendría mantener
el aparato administrativo y su ordena-
miento jurídico después de la entrega de
los servicios a la iniciativa privada? ¿Re-
servarlo a la gestión residual de lo que és-
ta rechace?

El libro del profesor Sosa Wagner, con
un preciso equilibrio entre la síntesis y el
análisis minucioso, expone exhaustiva-

mente las diferentes modalidades contem-
pladas en la legislación local para la pres-
tación de los servicios públicos en este
ámbito. Da rápida muestra de un amplio
abanico de fórmulas que deben permitir a
las entidades públicas prestar servicios pú-
blicos sin mengua de la eficacia ni de la
autoridad que el régimen jurídico admi-
nistrativo les confiere. Porque antes que
renunciar sin más al Derecho Administra-
tivo, antes de emprender la huida, sería
necesario evaluar los modos de gestión
disponibles en el Derecho Administrativo
y, en su caso, intentar la corrección de lo
que no funcione. Y para ello seguramente
ningún ámbito resulta más idóneo que el
local.

No, pues, a la privatización sin más por-
que, en definitiva, no dejaría de resultar
paradójico que un derecho estatutario,
pensado para facilitar el tráfico jurídico de
los entes públicos por su carácter instru-
mental, se convierta en obstáculo para la
consecución de los fines de interés público
que justifican su propia existencia.

Sosa Wagner inicia su trabajo haciendo
una exposición sumaria del estado de la
cuestión en materia de interpretación del
articulo 128 de la Constitución que, en su
opinión, contempla dos diferentes realida-
des: la iniciativa pública en la actividad
económica (para la que basta la decisión
de la Administración correspondiente —
art. 86.1 LRBRL—) y la reserva al sector
público de recursos o actividades econó-
micas (sometida al principio de legalidad
y con diferentes modalidades según el es-
tado de cosas sobre el que la reserva inci-
da) 3. Después, examina la regulación le-
gislativa que, en el ámbito local, han
recibido dichas posibilidades y el alcance
de la potestad administrativa local para la
constitución, organización, modificación
y supresión de los servicios públicos, ha-
bida cuenta de la existencia de las deno-
minadas obligaciones municipales míni-
mas que establece el art. 26 LRBRL y del

2 MARTIN REBOLLO, L., «De nuevo sobre el servicio público...», cit.
•* El art. 86.3 LRBRL reserva una serie de actividades o servicios esenciales en favor de las entida-

des locales, reserva legal cuya constitucionalidad, por carecer algunas de esas actividades del carácter
«esencial» que exige el art. 128.2 CE, ha sido cuestionada por S. MARTIN-RETORT1LLO en su Dere-
cho Administrativo Económico, I, Madrid, 1988, págs. 253 a 255.
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derecho de los vecinos a exigir su presta-
ción (art. 18.1.gLRBRL)4.

Y tras la caracterización objetiva del
servicio público local aborda cada una de
las modalidades de gestión agrupadas bajo
la ya clásica, y no del todo pacífica, distin-
ción entre gestión directa e indirecta de
los servicios según sean o no los propios
órganos de la Administración implicada
los que lleven a cabo dicha gestión.

Por lo que hace a la gestión directa el au-
tor distingue los supuestos en que la propia
entidad local la lleva a cabo (en su seno, sin
personalidad diferenciada, con o sin espe-
cialización orgánica, o a través de un orga-
nismo autónomo local con personalidad
propia), de aquel otro en el que se realiza
por una sociedad de capital íntegramente
público. Caso este último que responde al
modelo de las sociedades estatales del art.
6.1 .b LGP y en el que, al examinar las for-
mas societarias susceptibles de utilizarse, la
dinámica societaria, los aspectos sometidos
al Derecho Privado, los aspectos presupues-
tarios y otras características, se detiene el
autor en el procedimiento de creación para
llamar la atención sobre la imposibilidad
de aportar bienes de dominio público en la
constitución de estas sociedades, como en
no pocas ocasiones se hizo, dada su pecu-
liar naturaleza. Si lo que se quiere es que la
sociedad local pueda utilizar bienes dema-
niales que le resultan necesarios para el
cumplimiento de los fines públicos que se
le encomiendan, lo que sí se podrá, en cam-
bio, será adscribir el uso de dichos bienes;
adscripción del uso que constituye un dere-
cho real como tal susceptible de aportación
a la sociedad 5.

El estudio de las modalidades de gestión
o prestación indirecta de los servicios pú-
blicos locales se inicia con la fórmula con-
cesional, fórmula que supone, como es sa-
bido, la transferencia a una persona física
o jurídica de la gestión del servicio y del
riesgo económico que conlleva.

A menudo se ha afirmado que esta fór-
mula es la que mayores garantías ofrece a
la Administración (Sosa Wagner, García
de Enterría). Pero afirmar su superioridad
frente a otras modalidades no debe condu-
cirnos al error de concebirla como perfec-
ta, ideal o absoluta. Por lo general, el ries-
go que transfiere la Administración al
concesionario suele ser muy reducido o de
otro modo no habrá iniciativa particular
que asuma la concesión. Dada esta renta-
bilidad económica del servicio, la decisión
de conceder, so pena de revelar una inte-
resada posición en favor de la iniciativa
particular, debería ser claramente contras-
tada con el interés público a fin de com-
probar si existen razones suficientes para
negarle a éste la recepción de la plusvalía
que genera el servicio.

Lo que pretendo resaltar es que, en mi
opinión, el recurso a la fórmula concesio-
nal es excesivo y no se evalúa suficiente-
mente. Que la concesión puede tener sen-
tido cuando el ente local carece de
recursos para abordar la prestación del
servicio o cuando los costes financieros de
la obtención de los recursos eliminan la
rentabilidad económica del servicio En-
tonces sí parece lógico entregar el servicio
a quien tiene suficientes recursos para que
aproveche su rentabilidad. En la actuali-
dad, sin embargo, la concesión, muchas
veces innecesaria, es el maná, exclusivo,
del que dependen no pocas «iniciativas
particulares»...

La gestión interesada del servicio, el
concierto, el arrendamiento y las socieda-
des mixtas son las demás modalidades es-
tudiadas con detalle en el libro y de las que
no voy a hacer una sinóptica alusión por
no considerarlo propio de una recensión.

Quiero solamente hacer una reflexión
en relación con el modelo de la gestión in-
teresada que, como ya apuntara L. Martín
Retortillo 6, pretende conseguir «no sólo el
funcionamiento normal del servicio, sino

4 QUINTANA LÓPEZ, T., «El derecho de los vecinos a la prestación y establecimiento de los servicios
públicos municipales», Cuadernos Civitas, Civitas, Madrid, 1987.

•* Sobre este tema puede consultarse, P. MENENDEZ, «-Sociedad privada municipal y aportación de
bienes de dominio público», Revista Española de Derecho Administrativo, núm. 47, Julio-Septiembre,
1985, págs. 419 a 424.

° De la «gestión interesada» a las «cláusulas de interesamiento», Revista de Administración Pública,
núm. 36, Septiembre-Diciembre, 1961, págs. 67-108.
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incluso el perfeccionamiento del mismo a
través de esta especial forma de remunera-
ción del gestor en cuanto el servicio logre
un desarrollo más eficiente».

La gestión interesada ha sido, creo yo,
uno de los instrumentos técnicos de más
escaso aprovechamiento sin que se alcan-
cen a adivinar las razones de su escasa
utilización. A través de ella se hace al ges-
tor copartícipe del interés público por
cuanto, cumplido éste, el propio gestor
participa en el beneficio que reporta su
satisfacción. Este interesamiento, en bue-
na lógica, debería procurar no poca dedi-
cación y voluntad del gestor en la realiza-
ción de su tarea. Por ello, sin enarbolar la
vieja prédica de la egoísta naturaleza del
ser humano, creo que no se puede negar
que, perdido, ¿para siempre?, el espíritu
de servicio que en otro tiempo acompaña-
ba al desempeño de las funciones públi-
cas, la extensión del esquema de la ges-
tión interesada a otros ámbitos de la
Administración Pública, incluida su orga-
nización burocrática, podría traer no po-
cas ventajas para la deseada eficacia ad-
ministrativa. De ahí que, permítaseme
jugar con las palabras, por el equilibrio de
intereses que deja traslucir, esta gestión
no resulte sólo interesada sino, también,
interesante...

El consorcio, esto es, la colaboración
entre entes locales para la prestación de
servicios públicos mediante la creación de
una organización nueva dotada de perso-
nalidad jurídica propia, es la última moda-
lidad de gestión analizada por el autor. Se
examinan las diferentes posiciones sobre
la naturaleza jurídica de este ente público
y las diversas circunstancias de su crea-
ción, organización, financiación y registro
expuestas en modo altamente ilustrativo y
con indudable perspectiva práctica para
quienes puedan estar interesados en la
aplicación de la normativa consorcial lo-
cal (arts. 87 LRBRL y 110 TRRL). Norma-
tiva que, por cierto, se traslada casi literal-

mente, al art. 7 del todavía Proyecto de
Ley de Régimen Jurídico de las Adminis-
traciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común recientemente da-
do a conocer 7 que extenderá la fórmula
consorcial más allá del ámbito local al que
hasta ahora estaba prácticamente reserva-
da y que pone una vez más de manifiesto
el carácter experimental de la normativa
local.

El trabajo que comentamos no recoge,
sin embargo, entre las modalidades de
gestión, la figura de la mancomunidad
municipal.

Todavía dos últimas cuestiones aborda
el libro recensionado: la primera se refie-
re a los convenios como fórmula de cola-
boración interadministrativa respecto de
los cuales, por cierto, carecía nuestro or-
denamiento de regulación específica. El
proyecto de Ley de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común regu-
la en su art. 8 la eficacia de estos conve-
nios y la exigibilidad judicial de los
mismos ante la jurisdicción contencioso-
administrativa de la que, aun en ausen-
cia de normativa específica, ya existen
ejemplos jurisprudenciales 8. La segun-
da, que cierra la obra, hace una breve ex-
posición de la regulación de tasas y pre-
cios públicos por los servicios prestados
por los entes locales.

Estas son, en definitiva, las cuestiones
que trata este libro de fácil manejo y gran
utilidad práctica que puede servir de guía
para quienes tengan que moverse entre la
vasta normativa local y que, como afirma
el prologuista de la obra, viene a llenar un
vacío existente en nuestra literatura jurídi-
ca en la que, desde el viejo tratado de Albi
Cholvi 9 sobre los modos de gestión de las
corporaciones locales, no existía un traba-
jo de estas características, tan claro y bien
trabado.

MARCOS GÓMEZ PUENTE

' Proyecto de Ley de Régimen jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común de 31 de Enero de 1992, «Ministerio para las Administraciones Públicas», Madrid,
1992.

8 STS de 7 de marzo de 1987 (Arz. 3505).
' ALBI CHOLBI, Tratado de los modos de gestión de las corporaciones locales, Aguilar, Madrid,

1960.
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JESÚS PRIETO DE PEDRO. Lenguas,
lenguaje y derecho. Civitas. 1991.

Las relaciones entre lengua, lenguajes y
«estado de cultura», en cuanto dimensión
específica este último del Estado Constitu-
cional, son el hilo conductor de cuatro tra-
bajos, distintos entre sí aunque no diver-
gentes, fruto de la reflexión madura del
autor, aparecidos en los últimos años en
libros y revistas especializadas, como po-
nencias o resúmenes finales a distintos Se-
minarios, Jornadas o Symposios organiza-
dos por la administración del Estado o por
las Comunidades Autónomas y que ahora
aparecen oportunamente recogidos en es-
te volumen.

En el primer trabajo, titulado «Liberta-
des lingüísticas, doble oficialidad e
igualdad en la jurisprudencia» presenta-
do originalmente en las Jornadas de Refle-
xión sobre las lenguas españolas en la Jus-
ticia en noviembre de 1987, el autor parte
de la configuración de los derechos o li-
bertades lingüísticas como una libertad
compleja con múltiples facetas público-
subjetivas, que incluye, en sus aspectos
positivos, el derecho de los ciudadanos a
usar en sus relaciones con los poderes pú-
blicos aquellas lenguas o lengua social-
mente más arraigadas y el derecho parale-
lo a exigir de estos poderes públicos el
establecimiento de servicios lingüísticos,
especialmente de carácter educativo en las
distintas lenguas oficiales. Opina J. Prieto
que la Constitución española al reconocer
la pluralidad lingüística en el artículo 3.1,
es decir en el piso alto del edificio de valo-
res constitucionales, pero fuera del ámbito
especial de protección de los derechos y li-
bertades públicas fundamentales com-
prendidos entre los artículos 14 y 29 del
texto constitucional, ha colocado a los de-
rechos lingüísticos en situación de clara
desventaja frente a los primeros, lo que
obliga al intérprete constitucional a llevar
su análisis más allá de la sede teórica para
impulsar con una visión más global y ge-
nerosa estos derechos o libertades lingüís-
ticas, como así lo ha hecho la Jurispruden-
cia del Tribunal Constitucional. Del
estudio de ésta en relación con el plurilin-
güismo y sus criterios interpretativos, ex-
trae el autor la consecuencia de que la de-
claración constitucional consistente en

reconocer una o más lenguas como de uso
oficial constituye «una garantía superior
de proyección público institucional», con
un efecto algo diferente al de garantía
constitucional, expuesto entre nosotros
por Parejo del que se derivan, no obstante,
compromisos ciertos para las organizacio-
nes públicas de asegurar, en un contexto
bilingüe la igualdad de las dos lenguas y
de favorecer el normal ejercicio de sus li-
bertades lingüísticas por los ciudadanos.
Bajo esta perspectiva, el profesor Prieto
trata un aspecto importante del análisis,
cual es la posición diferente del castellano,
como lengua oficial común del Estado es-
pañol en su conjunto, en relación con el
especial deber de conocer establecido
constitucionalmente para todos los espa-
ñoles en el artículo 3CE. Entiende el autor
que este deber de conocer hay que enten-
derlo como el resultado de un proceso de
aprendizaje que se impone de manera
obligatoria en la Constitución a todos los
centros del sistema escolar, pero que no
impide que las distintas lenguas propias
de las Comunidades Autónomas puedan
ser también objeto de enseñanza obligato-
ria en los centros escolares situados en su
territorio, con lo cual el deber de conoci-
miento del castellano no supone un argu-
mento jurídico para situar en ventaja a es-
ta lengua sobre las demás lenguas
españolas oficiales en sus respectivas Co-
munidades Autónomas.

Otro aspecto importante y a la vez fo-
co de numerosos conflictos en cuanto al
bilingüismo es la valoración que se ha de
otorgar a la exigencia del conocimiento
de la lengua propia de la Comunidad Au-
tónoma en las pruebas de selección para
ingreso en los cuerpos y para la provi-
sión de puestos, de trabajo de los funcio-
narios públicos, estatales, autonómicos y
locales en los territorios con doble oficia-
lidad lingüística.

Este problema esbozado ya en el trabajo
anterior es desarrollado con mayor pro-
fundidad por el autor en el segundo estu-
dio titulado «El conocimiento de las len-
guas propias de las Comunidades
autónomas y extranjeras como requisi-
to de capacidad de los funcionarios de
la Administración del Estado», presen-
tado en el Symposio sobre criterios de eva-
luación lingüística en el proceso de selec-
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ción de los funcionarios, organizado por
la Escuela de Administración Pública de
Cataluña en abril de 1988. Traza el autor
un concreto panorama en doble paralelo
de la exigencia del conocimiento de idio-
mas extranjeros y de lenguas españolas
distintas del castellano, respectivamente,
en los procesos de selección y provisión de
plazas de funcionarios de la Administra-
ción del Estado que van a'desempeñar
destinos en servicios radicados en Comu-
nidades Autónomas con dos lenguas ofi-
ciales, llegando a la conclusión, después
de analizar la jurisprudencia del Tribunal
Constitucional, especialmente las Senten-
cias núms. 82/83/84 de 1986 que constitu-
yen el auténtico breviario doctrinal del
Tribunal Constitucional sobre el modelo
de pluralismo lingüístico constitucional,
que la exigencia de lenguas extranjeras y
españolas ha de ser considerado en el caso
de los funcionarios de la Administración
del Estado antes un requisito de capaci-
dad del puesto de trabajo que una condi-
ción eliminatoria para ingreso en el co-
rrespondiente cuerpo o escala, pues en el
caso de los idiomas extranjeros «si bien el
conocimiento de estos es una necesidad
creciente de las Administraciones Públicas
y es conveniente que los funcionarios pú-
blicos dominen los idiomas extranjeros,
no es una necesidad general de todos los
funcionarios ni una necesidad uniforme ni
una necesidad jerárquica». En cuanto a la
exigencia de la lengua propia de la Comu-
nidad Autónoma en la función pública de
Estado radicado en territorios bilingües,
dicha exigencia, por distintas razones ha
de gravitar también sobre el puesto de tra-
bajo, cuyo perfil lingüístico deberá delimi-
tarse en base a tres parámetros: el idioma
o idiomas que son precisos, el nivel de co-
nocimiento exigible y su carácter exclu-
yente, preferente u ordinario. Algunas de
las medidas sugeridas por el autor han te-
nido ya acogida en la realidad y en este
sentido la Orden de 20 de julio de 1990 ha
venido a dar un paso importante en cuan-
to a garantizar el bilingüismo oficial en los
servicios de la Administración del Estado
en las Comunidades Autónomas. Según
esta Orden, el conocimiento de las lenguas
propias de las Comunidades Autónomas
por los funcionarios periféricos de la Ad-
ministración del Estado es un requisito de

capacidad del puesto de trabajo, bien co-
mo requisito formal en aquellos puestos
en los que así se determine en las relacio-
nes de puestos de trabajo o bien como mé-
rito en otros puestos cuyo contenido fun-
cional implique un contacto frecuente y
próximo con el público, si bien en este ca-
so critica el autor que no se haya llevado a
las relaciones de puestos de trabajo la de-
terminación de los puestos de trabajo para
los que el conocimiento de idiomas es un
mérito y no un requisito.

Los dos últimos trabajos tienen un mis-
mo punto de unión que es la necesidad de
modernización del lenguaje administrativo
y del lenguaje legal, asunto que, por haber
pasado a la agenda de los poderes públicos
es de máxima actualidad en estos tiempos.
Precisamente, del diagnóstico de la situa-
ción y de las propuestas realizadas por el
autor, junto a Gonzalo Abril y otros parti-
cipantes en el II Seminario sobre adminis-
tración y lenguaje organizado por el INAP
en la primavera de 1987, cuyo resumen se
recoge en el tercer trabajo titulado precisa-
mente «Reflexiones y propuestas para la
modernización del lenguaje jurídico-ad-
ministrativo castellano», surgió la idea
de elaborar por parte de la Administración
del Estado un Manual de Lenguaje Admi-
nistrativo en el que, tras realizar un estu-
dio científico de la situación, se fijaran las
conclusiones y recomendaciones precisas
para la modernización del lenguaje jurídi-
co administrativo en los documentos. La
publicación y éxito comercial de este Ma-
nual de Estilo al que se pueden unir en la
misma línea de preocupación práctica por
la modernización de sus respectivos len-
guajes administrativos, otras excelentes
publicaciones llevadas a cabo por las Co-
munidades Autónomas sobre esta misma
materia, y de las que son buen ejemplo, el
Manual de Llenguage Administratiu publi-
cado por la Escola D'Administració Públi-
ca de Catalunya en abril de 1991 o el Ma-
nual de Linguaxe Administrative editado
en febrero de 1992 por la Escola Galega de
Administración Pública, testimonio del
compromiso que han adquirido las Admi-
nistraciones Públicas y otras instituciones
que forman parte de esa idea del Estado
cultural grata a Jesús Prieto.

Los defectos del lenguaje administrativo
son en alguna parte debidos también a los
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vicios del lenguaje legal, cuyo diagnóstico
traza el autor en el último de los trabajos
reunidos en este libro titulado «Los vicios
del lenguaje legal. Propuestas de Esti-
lo». Desde un punto de vista práctico re-
pasa el autor en este trabajo, publicado
originalmente en el libro La Calidad de las
Leyes, editado por el Gobierno Vasco, los
vicios más corrientes tanto en el aspecto
ortográfico como en el aspecto léxico-se-
mántico de los textos legales, utilizando
ejemplos oportunos actuales y formulando
acertadas recomendaciones en los aspec-
tos de uso del léxico común, del léxico ju-
rídico y del léxico técnico de origen no ju-
rídico entre otros.

Reunidos estos cuatro trabajos ahora en
un solo volumen, el conjunto de todos
ellos ofrece un valioso aporte doctrinal so-
bre la cuestión capital de relaciones entre
Estado, lengua y cultura así como un con-
junto de reflexiones teórico-prácticas so-
bre otros temas concretos como son la exi-
gencia de idiomas en la función pública o
la mejora del lenguaje administrativo y del
lenguaje legal, lo que hace la lectura en
conjunto de la obra imprescindible para
los numerosos interesados en este tema.

MANUEL MARTÍNEZ BARGUEÑO

EDUARDO GARCÍA DE ENTERRIA. La ba-
talla por las medidas cautelares.
Derecho Comunitario y proceso
contencioso administrativo espa-
ñol. Editorial Civitas. 1.992. 315
págs.

Creo que, sin rubor alguno, se puede
afirmar que nos encontramos ante una de
las obras más útiles y originales de los úl-
timos tiempos, no sólo por el tema tratado
sino también por la estructura de la obra y
las aportaciones que en ella se contienen.
El tema, la afirmación y defensa de la
existencia de un derecho a la tutela caute-
lar como una ineludible exigencia del de-
recho a una tutela judicial efectiva, es am-
bicioso, actual y con unas consecuencias
prácticas revolucionarias para todos los
profesionales del Derecho, abogados, jue-
ces, doctrina...etc. El libro reúne doce artí-

culos publicados por el profesor Eduardo
García de Enterria en distintas revistas ju-
rídicas especializadas y todos menos uno,
son comentarios a sentencias o autos dic-
tados por órganos jurisdiccionales (Tribu-
nal de Justicia de las Comunidades Euro-
peas, Tribunal Europeo de Derechos
Humanos, tribunales ingleses, Tribunal
Supremo español y Tribunal Superior de
Justicia del País Vasco) en aplicación de
tres ordenamientos diferentes que hoy nos
afectan, el ordenamiento comunitario, el
ordenamiento estatal español y el Conve-
nio Europeo de Derechos Humanos. Desfi-
lan en estas páginas innumerables citas de
sentencias de diversos Tribunales Consti-
tucionales europeos, del Tribunal Supe-
rior de Justicia, etc.. y referencias de de-
recho comparado de interés inapreciable.
La obra está dividida en tres secciones:
Derecho Comunitario Europeo, proceso
contencioso-administrativo y conclusiones
generales. En la parte dedicada al Derecho
Comunitario Europeo, tres de los trabajos
recogidos, los números 1, 2 y 4, se refieren
a un mismo conflicto conocido como «el
conflicto de pesca anglo-español» o «el
proceso Factortame», aunque cada uno de
ellos estudia una fase procesal diferente.
El primer artículo titulado «El problema
de los poderes del juez nacional para sus-
pender cautelarmente la ejecución de las
leyes nacionales en consideración al Dere-
cho comunitario Europeo», analiza el pro-
ceso ante la jurisdicción nacional ordina-
ria del Reino Unido. A lo largo de estas
primeras sesenta páginas, el autor nos
ilustra de forma admirable sobre las cir-
cunstancias que motivaron el proceso, la
promulgación de la ley inglesa Merchant
Shipping Act 1.988 y su desarrollo, las ale-
gaciones de los demandantes —armadores
y compañías de capital mayoritario espa-
ñol y con gestión española— pero espe-
cialmente sobre las tres sentencias ingle-
sas recaídas en el asunto. La primera
sentencia de 10 de marzo de 1.989, dicta-
da por la Divisional Court de la High
Court of Justice, concede a los recurren-
tes, como medida cautelar, la suspensión
de entrada en vigor de la ley y estima ne-
cesario el planteamiento de una cuestión
prejudicial ante el Tribunal de Justicia de
las Comunidades Europeas sobre el fondo
del litigio. La segunda sentencia, primera
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apelación, dictada por la Court of Appeal
el 23 de marzo de 1.989 revoca la suspen-
sión concedida y la tercera sentencia, se-
gunda apelación, pronunciada por la Cá-
mara de los Lores el 19 de mayo de 1.989
confirma la denegación de las medidas
cautelares solicitadas contra la ley, negan-
do a los tribunales ingleses la potestad de
dictar medidas cautelares contra la admi-
nistración, y decide interponer ante el Tri-
bunal de Justicia de las Comunidades Eu-
ropeas, una nueva cuestión prejudicial,
esta vez limitada a la competencia de los
jueces nacionales para acordar medidas
cautelares en protección del Derecho Co-
munitario. El autor nos recrea los modos
de actuación de la justicia inglesa y expo-
ne todo el entramado jurídico de los autos
en este proceso británico. A su vez se plan-
tea en abstracto, y también desde la óptica
del Tribunal de Derecho Comunitario, la
naturaleza de la institución de las medidas
cautelares y de la competencia para adop-
tarlas, adelantando, con una referencia a
la posición de distintos Tribunales Consti-
tucionales europeos y del Tribunal Euro-
peo de Derechos Humanos, la solución
que posteriormente afirmará el Tribunal
de Justicia, la posibilidad del juez nacio-
nal de dictar medidas cautelares que im-
pliquen incluso la suspensión interpartes
de una ley nacional para proteger la efica-
cia de los derechos conferidos por el orde-
namiento comunitario en base a la prima-
cía de éste y a la necesidad de una tutela
judicial efectiva.

El segundo artículo, titulado «Noveda-
des sobre los procesos en el conflicto de
pesca anglo-español», estudia el auto de
10 de octubre de 1.989 del Tribunal de
Justicia de las Comunidades Europeas en
el que por primera vez se acuerda la sus-
pensión de una ley parlamentaria, la ley
inglesa Merchant Shipping Act de 1.988,
otorgando así la medida cautelar solicita-
da por la Comisión en el proceso por in-
cumplimiento —vía art. 169 del TCEE—
que dicho órgano había iniciado contra el
Reino Unido.

En este sentido, el autor nos recuerda
los antecedentes del caso (la demanda de
las compañías «españolas», las sentencias
inglesas, las dos cuestiones prejudiciales
planteadas por los tribunales británicos y
el procedimiento paralelo iniciado por la

Comisión contra este país ex artículo 169
del Tratado CEE). AJ examen profundo de
la motivación del auto, la apreciación de
un fumus boni iuris y la urgencia de la
adopción de las medidas —periculum in
mora—, precede la constatación por el au-
tor de las peculiaridades procesales de es-
ta significativa decisión jurisdiccional. A
continuación, el profesor García de Ente-
m'a expone cuáles deberían ser, en su opi-
nión, las enseñanzas del auto para nuestro
sistema de medidas cautelares en el proce-
so contencioso-administrativo y para
nuestra jurisprudencia aplicativa de las
mismas. Esta opinión se verá confirmada,
en parte, por los autos, cronológicamente
posteriores a este artículo, de nuestro Tri-
bunal Supremo y el Tribunal Superior de
Justicia del País Vasco, cuyo estudio se re-
coge en las segunda parte de la obra. En el
artículo n.° 4 del libro, encabezado con el
título «La Sentencia Factortame (19 de ju-
nio de 1.990) del Tribunal de Justicia de
las Comunidades Europeas», el autor rea-
nuda y ultima el estudio del proceso Fac-
tortame con el análisis y comentario de la
sentencia citada, con la que el Tribunal de
Justicia resuelve la cuestión prejudicial
planteada por la Cámara de los Lores so-
bre la disponibilidad del juez nacional de
medidas cautelares en un proceso en que
se halle implicado el ordenamiento comu-
nitario, en el sentido de afirmar la obliga-
ción del juez nacional de tutelar cautelar-
mente la eficacia del Derecho Comunitario
aun a costa de su propio derecho nacio-
nal. El profesor García de Enterría expone
el contenido de la sentencia, da abundante
cuenta de las conclusiones del abogado
general Tesauro que actuó en el proceso e
incide en la trascendencia de esta senten-
cia que califica de memorable, en el siste-
ma jurídico anglosajón, en el ordenamien-
to comunitario y en el ordenamiento
estatal español. Esta traslación que realiza
de la doctrina comunitaria a nuestro orde-
namiento llegando incluso a sugerir la
eventual derogación del artículo 122.2 de
la Ley de Jurisdicción Contencioso-admi-
nistrativa por el artículo 24 de la Constitu-
ción que exigiría la admisibilidad de cual-
quier medida cautelar (el autor imprime
esta frase en cursiva) que sea necesaria
para evitar la frustración de la sentencia
de fondo y por tanto de la tutela judicial
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efectiva, es una de las aportaciones más re-
levantes de la obra. Los trabajos números
3 y 5 completan este estudio de las medi-
das cautelares en el ordenamiento comuni-
tario con el comentario de un auto (28 de
junio de 1.990) y una sentencia (21 de fe-
brero de 1.991) del Tribunal de Justicia de
las Comunidades Europeas que vienen a
consagrar/confirmar la doctrina introduci-
da por la sentencia Factortame en esta ma-
teria. El auto de 28 de junio de 1.990 sus-
pende cautelarmente una ley alemana en
periodo de vacatio legis y en su comentario
el autor destaca el otorgamiento de esta
medida cautelar inaudita parte y a reserva
del procedimiento cautelar ordinario. La
sentencia Zuckerfabrik de 21 de febrero de
1.991 la define el profesor García de Ente-
rría como una sentencia «que aborda y re-
suelve el arduo tema de la posibilidad de
que el juez nacional adopte medidas caute-
lares, no en favor sino en contra del Dere-
cho Comunitario» (página 132), significan-
do su aparente simetría respecto de la
sentencia Factortame. A juicio del autor,
este conglomerado de decisiones del Tribu-
nal de Justicia sobre las medidas cautela-
res exigidas por el concepto de tutela efec-
tiva y basadas en la apreciación de una
apariencia de buen derecho —fumus boni
iuris— y en la urgencia de su adopción —
periculum in mora— vienen a significar
para el Derecho Comunitario, un reforza-
miento de su primacía y de la posición de
los jueces nacionales como «jueces ordina-
rios o de derecho común para garantizar el
Derecho Comunitario» (página 150).

La segunda parte de la obra, estudia, a
lo largo de cinco artículos, la recepción de
esta doctrina del Tribunal comunitario so-
bre medidas cautelares en el proceso con-
tencioso-administrativo español, con el
análisis comentado de tres autos del Tri-
bunal Supremo (20 de diciembre de 1.990,
17 de enero de 1.991, y 10 de julio de
1.991) que definen un derecho a la tutela
cautelar incluido en el derecho fundamen-
tal a la tutela judicial efectiva y dos autos
del Tribunal Superior de Justicia del País
Vasco que por primera vez en aplicación
de ese derecho, dictan medidas cautela-
res positivas contra la administración.
Con el n.° 6 se recoge el artículo titulado
«La nueva doctrina del Tribunal Supre-
mo sobre medidas cautelares: la recep-

ción del principio del fumus boni iuris y
su trascendencia general» que comenta el
auto de 20 de diciembre de 1.990. El au-
tor alaba la decisión del Tribunal Supre-
mo de romper la práctica de denegar las
suspensiones de actos solicitadas sin moti-
vación ad hoc, y sitúa el origen de esta
inapropiada costumbre en la insuficiencia
de nuestra legislación. La cita por el auto
del Principio General del Derecho según el
cual «la necesidad del proceso para obte-
ner la razón no debe convertirse en un da-
ño para quien tiene la razón» permite al
profesor García de Enterría remontarse al
origen doctrinal de este principio, recorrer
su paulatina incardinación en los distintos
ordenamientos europeos y su elevación a
fundamento de la justicia cautelar. Desta-
ca el autor el concepto «fumus boni iuris»
como elemento del derecho a la tutela
cautelar, la inconveniencia de medir los
perjuicios con el criterio de su reparabili-
dad, debiéndose utilizar el parámetro de la
necesidad de evitar la frustración de la tu-
tela de fondo y afirma que el derecho a la
tutela cautelar exige poder adoptar todas
aquellas medidas de esta naturaleza que
sean necesarias para asegurar la plena
efectividad de la sentencia, superando la
previsión única de la LJCA —la suspen-
sión del acto— con la admisión de medi-
das positivas, incluso de provisión econó-
mica inmediata. Concluye observando que
«la demora ordinaria de los procesos equi-
vale ya por si sola a una frustración de la
sentencia final» (página 187) y requirien-
do la aplicación de una tutela cautelar que
evite procesos inútiles, muchos de ellos
abusivos. El siguiente trabajo, el n.° 7, in-
cluye un artículo que examina el auto del
Tribunal Supremo de 17 de enero de
1.991. El auto, en opinión de profesor
García de Enterría, consolida el nuevo cri-
terio jurisprudencial de la apariencia de
buen derecho para el otorgamiento de me-
didas cautelares y señala el autor de la
obra, como elementos significativos de es-
ta resolución judicial, la advertencia gene-
ral que formula sobre la eventual relevan-
cia del silencio administrativo en el
otorgamiento o denegación de medidas
cautelares y la afirmación de que «la larga
duración del proceso reclama que el con-
trol de la ejecutividad se adelante en el
tiempo». Por su parte, el autor insiste en
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la necesidad de erradicar el recurso al «in-
terés público» como motivo de denegación
de la medida cautelar solicitada. Ante un
posible reproche de creación judicial del
derecho, el autor analiza y defiende la le-
gitimidad de la vía jurisprudencial como
forma de incorporación de estos avances
en la institución de las medidas cautelares
que él fundamenta normativamente en
nuestro ordenamiento. El capítulo n.° 9,
artículo titulado «La aplicación de las apa-
riencia de buen derecho como base de las
medidas cautelares en el recurso directo
contra reglamentos», cierra el estudio de
las decisiones del Tribunal Supremo en es-
ta materia, con una reflexión sobre la tras-
cendencia del auto de 10 de julio de 1.991
que por primera vez, aplica la nueva doc-
trina sobre las medidas cautelares —con
la apreciación del fumus boni iuris y el pe-
riculum in mora— al recurso directo con-
tra reglamentos, otorgando la suspensión
del precepto reglamentario impugnado. El
trabajo n.° 8, titulado «Medidas cautelares
positivas y disociadas en el tiempo: el auto
de 21 de marzo de 1.991 de la sala de lo
contencioso-administrativo del Tribunal
Superior de Justicia del País Vasco», es
una exposición de la citada resolución y
de su innovadora imposición a la adminis-
tración de una medida cautelar positiva
como es el requerimiento para dictar en
un determinado plazo un nuevo acto sobre
las cuestiones que el propio auto le indica.
El autor significa que esta condena de ha-
cer impuesta a la administración supone
la primera aplicación conocida de medi-
das cautelares positivas y la llega a califi-
car de magistral. El último capítulo de es-
ta segunda parte recoge con el n.° 10, el
comentario del auto de 14 de octubre de
1.991 del Tribunal Superior de Justicia del
País Vasco, que acuerda una nueva medi-
da cautelar positiva contra la administra-
ción. De esta medida, subraya el autor,
que no se trata exactamente de la solicita-
da por el actor, realizando por último al-
gunas observaciones generales sobre la
exigencia o no de caución al solicitante de
las medidas cautelares en el proceso con-
tencioso-administrativo. La última parte
de la obra, Conclusiones Generales, reúne
dos trabajos: uno de ellos, analiza la sen-
tencia del Tribunal Europeo de Derechos
Humanos que niega la posibilidad de ex-

traer del artículo 25 del Convenio o de
otras fuentes un poder de la Comisión Eu-
ropea de Derechos Humanos de ordenar
medidas cautelares a los Estados miem-
bros del Convenio. El autor critica esta
sentencia que supone una disonancia en el
contexto actual europeo de afirmación y
desarrollo de las medidas cautelares como
una exigencia de la tutela judicial efectiva.
El otro artículo incluido «La lucha contra
el abuso de los procesos: juicios provisio-
nales y medidas cautelares» es el único
que no comenta ninguna resolución judi-
cial en especial y constituye una convenci-
da defensa de la necesidad de instituir en
nuestro ordenamiento una técnica de pro-
cesos sumarios sin fuerza de cosa juzgada
material similar al actual référé francés
como alternativa a la indefensión produci-
da por la excesiva dilación de los procesos.
En este sentido conviene señalar que el
profesor García de Enterría, a lo largo de
estas 300 páginas postula: el derecho a
una tutela cautelar deducido del derecho a
una tutela judicial efectiva, incluyendo la
adopción de todas aquellas medidas caute-
lares cuya libre configuración corresponde
al juez, que resulten necesarias para ase-
gurar la plena efectividad de la sentencia
(artículo 1.428 de la LEC); la fundamenta-
ción de la concesión de estas medidas en
la apariencia de buen derecho —fumus
boni iuris— y en la urgencia de las mis-
mas —periculum in mora— y la incorpo-
ración a nuestro ordenamiento de un sis-
tema de procesos sumarios análogo al
référé francés. Todo ello con un doble fin,
el cumplimiento del precepto constitucio-
nal que exige una tutela judicial efectiva y
la supresión de la litigiosidad temeraria o
de mala fe de aquellos que utilizan el pro-
ceso como un medio «efectivo» de retrasar
sine die la práctica de la Justicia llegando
incluso a imposibilitar la misma por causa
de esa tardanza. No salva de esta práctica
a la administración que puede así utilizar
desviadamente sus privilegios. Sólo resta
afirmar que con esta obra el autor contri-
buye de forma decisiva a la profunda re-
novación del ordenamiento jurídico, ini-
ciada por las sentencias que comenta, en
lo que él mismo ha denominado «la bata-
lla por las medidas cautelares».

NATALIA MARTÍNEZ DE AZAGRA RJPA
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J. ESTEVE PARDO. Organización su-
pramunicipal y sistema de arti-
culación entre Administración
autonómica y orden local. La ex-
periencia de la RFA. Bases y pers-
pectivas en España.

No es infrecuente, sino una tradición
muy consolidada, que el estudio de las
instituciones, figuras o sistemas jurídicos
se realice con la mirada atenta a otros or-
denamientos. Los estudios de Derecho
comparado sirven, como ha destacado el
profesor García de Enterría, «para ensan-
char el horizonte», ante «la universaliza-
ción de los valores jurídicos... la integra-
ción y la relación creciente» entre los
variados ordenamientos.

Este conocido aserto se manifiesta de
modo singular en los estudios y trabajos
relativos a la organización del Estado,
donde el interés por los ordenamientos fe-
derales (Alemania o Estados Unidos) es
creciente y, así, para profundizar en el es-
tudio y análisis de las consecuencias del
desenvolvimiento del nuevo modelo de la
Constitución española se utilizan los desa-
rrollados instrumentos foráneos. Lo mis-
mo ocurre en el ámbito local, la mirada a
Alemania es constante en los estudios, co-
mo lo demuestra el último libro del profe-
sor Esteve Pardo, «Organización supra-
municipal y sistema de articulación entre
Administración autonómica y orden local.
La experiencia de la RFA. Bases y perspec-
tivas en España».

Esta monografía se estructura en dos
partes claramente diferenciadas. En la pri-
mera, el autor desvela las principales orga-
nizaciones supramunicipales en los distin-
tos Lánder alemanes. Como es conocido,
en Alemania, la competencia relativa a la
organización territorial municipal corres-
ponde a los Lánder, por lo que coexisten
entre cada Land diferencias relativas a los
diversos entes supramunicipales, así Krei-
se, Bezirke, entidades similares a las man-
comunidades, otras agrupaciones supra-
municipales con o sin carácter territorial,
etc. La estructura de estas entidades, los
mecanismos de relación con el Bund, el
Land y los municipios son descritos con
rigor. Del mismo modo, y por su impor-
tancia para comprender esta situación, las

causas y la evolución de esta diversidad es
explicada en las primeras páginas de esta
monografía.

Analizado el régimen alemán, la segun-
da parte de la obra se adentra en las fron-
teras españolas. Pero el autor no opta por
trasvasar simple o directamente los esque-
mas o conclusiones del sistema alemán al
sistema español, sino que analiza el orde-
namiento local español (los postulados
constitucionales, el principal desarrollo
normativo, la doctrina constitucional rela-
tiva a la garantía institucional de la auto-
nomía local), muy en especial la potestad
de organización, o de autoorganización,
de los entes locales y su conexión con la
competencia autonómica de su organiza-
ción periférica.

A mi juicio, estas últimas cuestiones
constituyen el núcleo más atractivo de pro-
blemas que plantean las relaciones entre la
Administración local y la Administración
autonómica en el Derecho español.

Así, por una parte, no deja de tener inte-
rés, y es objeto de detallado análisis por el
prof. Esteve Pardo, la necesidad de conju-
gar la garantía institucional de la autono-
mía local que reconoce la Constitución,
con la doctrina del Tribunal constitucional
relativa a la preferencia de la competencia
organizativa de las Comunidades Autóno-
mas en el ámbito local.

Por otra parte, y es quizá la parte del li-
bro más acorde con el rótulo de «perspec-
tivas» que aparece en el título, se destacan
por el autor las experiencias (en concreto
la catalana) relativas a organizaciones su-
pramunicipales que constituyen adminis-
traciones periféricas de la Administración
autonómica y su relación con los entes lo-
cales. Aquí la experiencia alemana expues-
ta en la primera parte del libro puede al-
canzar su mayor fruto. La regulación y las
soluciones en las relaciones entre los Krei-
se, o los Bezirke, y las Administraciones
del Bund, del Land o de los municipios
pueden servir de faro orientador para re-
solver las cuestiones que se presenten en-
tre las organizaciones supramunicipales
creadas por las Comunidades Autónomas.

Hasta aquí el contenido del complejo li-
bro del prof. Esteve Pardo. Sin embargo,
algunos interrogantes ante dicha perspecti-
va mantengo abiertos al recordar los ensa-
yos, que determinadas Comunidades Auto-
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nomas realizan en su territorio al consti-
tuir organizaciones supramunicipales
(además de Cataluña, Andalucía, Galicia o
Castilla y León han creado organizaciones
comarcales en su ámbito territorial). ¿No
se desperdicia la posibilidad de utilizar las
provincias (entes configurados constitucio-
nalmente con importantes funciones de
asesoramiento y coordinación en la Admi-
nistración local) para el ejercicio de la ac-
tuación periférica de las Comunidades Au-
tónomas? ¿No se está insistiendo en la
proliferación de entes u organizaciones ad-
ministrativas sin haber extraído las últimas
consecuencias de la actuación de las Admi-
nistraciones existentes? Si la gestión de al-
gunos servicios públicos locales sólo puede
realizarse en un ámbito superior al de una
Corporación local, ¿no habrá que plantear-
se bien la posibilidad de utilizar los instru-
mentos existentes (estudiados entre otros
por el profesor Sosa Wagner en su reciente
libro «La gestión de los servicios públicos
locales» o en la monografía del profesor
Quintana López «Las mancomunidades en
nuestro Derecho local», bien la fusión de
municipios, acometida por cierto en Ale-
mania con excelente resultado?.

Estos y otros interrogantes permanecen
abiertos tras la lectura del libro del profe-
sor Esteve Pardo ante la realidad circun-
dante. La experiencia alemana es singular-
mente valiosa para articular las relaciones
entre las diversas y nuevas organizaciones
supramunicipales, pero no creo menos va-
liosa la experiencia popular que recuerda
«muchas hijas en casa, todo se abrasa».

MERCEDES FUERTES

LUCIANO PAREJO ALFONSO. Suelo y ur-

banismo: el nuevo sistema legal,
Ed. Tecnos. Madrid, 1991, 219
pags.

I

Apenas transcurrido dos años desde la
entrada en vigor de la Ley 8/1990, de 25 de
julio, de Reforma del Régimen Urbanístico
y Valoraciones del Suelo, parece existir ya
un acuerdo generalizado entre juristas, téc-
nicos y demás operadores jurídicos que in-

tervienen en los procesos urbanísticos
acerca de la mayor complejidad que la
nueva ley ha introducido en el Ordena-
miento urbanístico y de las dudas que des-
pierta la operatividad de algunas de las fór-
mulas propuestas por el nuevo texto legal.
Una buena muestra de ello lo constituye el
libro del Prof. Parejo Alfonso que ahora re-
censionamos. Pues complejidad es justa-
mente el concepto que atraviesa completa-
mente caracterizándolo el discurso del
autor, que se presenta como fruto de la re-
flexión —incentivada y enriquecida por el
debate y la discusión dialéctica— que im-
pone siempre la irrupción de una nueva
Ley con propósitos reformistas.

Como se deduce del tenor literal del tí-
tulo del libro, en él se estudia el impacto
—bajo la atenta mirada del orden consti-
tucional— de la Ley 8/1990 en el sistema
legal, hasta entonces regulador del suelo
en su dimensión urbanística. Pero impor-
ta señalar, desde un principio, que el estu-
dio de la Ley que contiene la obra no es,
desde luego, una simple exposición pura o
exclusivamente sistemática de la misma,
con algún que otro apunte crítico ampara-
do al calor de la gran polémica despertada
en torno a ella, sino que por el contrario
se trata de un análisis, con propósito clari-
ficador, sumamente elaborado de los as-
pectos —eso sí, no de todos— más oscu-
ros del nuevo texto legal. Tarea ésta
reservada a aquéllos que como el Prof. Pa-
rejo Alfonso conocen a fondo el ordena-
miento urbanístico en su conjunto. Y es
que debo decir, de entrada, que interpre-
tar y explicar el nuevo sistema legal en
clave constitucional-legal me parece la
aportación más importante de la obra co-
mentada, lo que la distingue de buena
parte de la bibliografía surgida en torno a
la nueva Ley. No se trata, sin embargo, de
una obra compleja o de difícil entendi-
miento. Antes al contrario, en la sencillez
de sus páginas —aunque en ocasiones ésta
aparezca enturbiada por el particular esti-
lo del autor— se desmenuzan cuidadosa-
mente, casi punto por punto, las distintas
imbricaciones teóricas que despiertan los
nuevos contenidos normativos, de modo
que el lector encuentra siempre, al final
de cada particular análisis, una visión cla-
ra y precisa del alcance y significado de
las disposiciones de la Ley analizadas. El
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método seguido en el estudio es siempre
el mismo: se presenta el nuevo contenido
normativo para seguidamente analizarlo
poniendo sobre el tapete lo que del mismo
resulta y, en su caso —casi siempre— ,
abordar las interrogantes que desde el
punto de vista interpretativo plantea su
necesaria conexión con el resto de las dis-
posiciones de la propia Ley y demás pre-
ceptos constitucionales y legales que se
implican en el análisis.

La incidencia de la Ley 8/1990 en la es-
tructura y contenido del ordenamiento ur-
banístico es evidente. Ahora bien, lo que
no está tan claro es el alcance y significa-
do del nuevo régimen jurídico, y que ha
dado lugar a diferentes interpretaciones,
no siempre bien resueltas. Este es precisa-
mente el objetivo del libro de Parejo. En él
se nos ofrece una explicación rigurosa y
contundente de lo que la nueva Ley signi-
fica en nuestro sistema legal. Este estudio
detenido y minucioso de los distintos pro-
blemas interpretativos que provoca la nue-
va Ley y, consecuentemente, el esfuerzo
crítico que desarrolla el autor a lo largo de
todo el libro no concede, además, ningún
respiro al lector. En efecto, quien se acer-
ca a este libro advierte ya desde sus prime-
ras páginas el impacto del tono sugerente
y crítico que rezuma toda la obra.

II

El libro se estructura en dos grandes
partes: la primera aborda la cuestión rela-
tiva al nuevo marco legal de la ordenación
urbanística resultante de la entrada en vi-
gor de la nueva Ley; la segunda se refiere
al régimen de valoración y expropiación
del suelo contenido en la misma. Por lo
que a la primera parte respecta, ésta se
inicia (capítulo I) con una pequeña intro-
ducción en la que se ofrece una primera
aproximación del alcance de la reforma le-
gislativa comentada, destacando las dos
piezas capitales o cuerpos nucleares sobre
las que aquélla descansa: el sistema de va-
loración objetiva del suelo y el régimen ur-
banístico de la propiedad. Desde esta pers-
pectiva la Ley ha de ser, pues, considerada
«como una Ley urbanística», lo que obliga
consecuentemente a determinar en qué
medida se ve afectado el ordenamiento ur-

banístico precedente. Esta incidencia «se
revela especialmente en la redefinición del
marco legal de la ordenación urbanística
(...) y en las disposiciones (de la Ley) diri-
gidas a regular la transición» desde el sis-
tema jurídico anterior al nuevo sistema ju-
rídico que la misma inaugura; cuestiones
éstas que el autor aborda separadamente
en los capítulos siguientes.

En el capítulo II se estudia el marco le-
gal en el que, a partir de la entrada en vi-
gor de la Ley, ha de desenvolverse la orde-
nación urbanística; estudio en el que el
autor renuncia deliberadamente (aun
cuando las referencias son múltiples) a la
cuestión de la legitimidad competencial
del legislador estatal para adoptar —y pre-
cisamente en los términos en que lo ha si-
do— la reforma legislativa, para centrarse
en su resultado. Desde esta perspectiva el
diagnóstico no admite dudas: el marco le-
gal del ordenamiento urbanístico adquiere
«una composición y textura complejas».
Esta mayor complejidad arranca de la cir-
cunstancia de la coexistencia, en el orde-
namiento estatal y por razón de la deroga-
ción meramente parcial de la legislación
urbanística preexistente —básicamente, el
Texto Refundido de la Ley del Suelo de
1976 y sus Reglamentos— de dos cuerpos
normativos de lógica distinta (preconstitu-
cional uno, y posconstitucional el otro), y
de la incidencia diversa de las disposicio-
nes de la Ley 8/1990 según el alcance ple-
no, básico o supletorio de las mismas que
luce en la Disposición final Ia de la Ley
(establecido en función del título compe-
tencial al que aquéllas son reconducibles).

Para terminar la delimitación del nuevo
marco legal, el autor critica abiertamente,
desde la perspectiva del estatuto constitu-
cional de la delegación legislativa, el em-
pleo por parte del legislador estatal de tal
técnica para la refundición en un único
texto de las disposiciones estatales vigen-
tes sobre suelo y ordenación urbana.

El diagnóstico anticipado de una mayor
complejidad y, consecuentemente, de una
apreciable inseguridad en la determina-
ción del contenido normativo en cada caso
integrante del marco legal aplicable, se
confirma plenamente por dos nuevos ele-
mentos: por un lado, el señalamiento por
la propia Ley de dos regímenes diferencia-
dos que responden a contenidos normati-
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vos diversos, lo que da lugar a nuevas du-
das desde el punto de vista constitucional
sobre la base del título competencial esgri-
mido a efectos de su aplicación territorial
(régimen de aplicación íntegra y régimen
de aplicación parcial); y de otro, la previ-
sión legal de un estatuto peculiar, aunque
limitado, para determinadas entidades pú-
blicas y sociedades con mayoría de capital
público, lo que plantea nuevamente dudas
acerca de su validez en relación al princi-
pio constitucional de igualdad.

La plena vigencia y efectividad del nuevo
ordenamiento urbanístico se encuentra,
sin embargo, sujeta a una determinada
transición. A asegurar el tránsito hacia la
nueva situación legal se dirige justamente
el régimen de Derecho transitorio previsto
en la Ley, y a cuyo examen dedica el autor
una parte importante de su estudio, con-
cretamente los capítulos III, IV y V.

En el primero de ellos, se presentan las
características y principios básicos del De-
recho transitorio. Los más importantes: el
respeto del planeamiento existente y, con-
secuentemente, de las situaciones creadas
y consolidadas a su amparo, el asegura-
miento de la inmediata aplicación —desde
la entrada en vigor de la Ley— de las pie-
zas básicas del nuevo régimen jurídico
(disposición transitoria Ia. 1.). y la existen-
cia de un único Derecho transitorio para
todos los Municipios, con independencia
de su adscripción al régimen de aplicación
general o parcial de la Ley.

A continuación, se analiza el período
transitorio desde su perspectiva temporal,
es decir, su duración y finalización. A es-
tos efectos se recobra la diferenciación en-
tre Municipios en los que la Ley resulta de
aplicación íntegra y aquellos otros en los
que tan sólo lo es parcialmente. En este
análisis se presta especial atención a la po-
sibilidad de que la transición hacia el nue-
vo sistema legal se instrumente a través de
Normas Subsidiarias de Planeamiento.

Por último, en lo que al régimen transi-
torio se refiere, se aborda el examen del
sentido y alcance de los nuevos contenidos
normativos de inmediata aplicación. En
este estudio se demuestra contundente-
mente (en una interpretación acabada de
la disposición transitoria Ia. 2., uno de los
preceptos más controvertidos de la Ley)
que el aprovechamiento susceptible de ad-

quisición por el propietario en tanto no se
proceda a la fijación de la nueva técnica
del aprovechamiento tipo será el resultan-
te del régimen vigente con anterioridad
«mediante, es decir, con y previo, el cum-
plimiento de los nuevos deberes legales»
(particularmente del deber de cesión gene-
ral del 15 por 100). Para ello acude al te-
nor literal de la disposición comentada y
al contexto sistemático de la misma —en
relación, sobre todo, con el contenido dis-
positivo de las nuevas regulaciones de in-
mediata aplicación—, rechazando la inter-
pretación formalizada por el entonces
Ministerio de Obras Públicas y Urbanismo
en la Circular del Subsecretario del Depar-
tamento, de 28 de febrero de 1991, sobre
criterios para la aplicación de las disposi-
ciones transitorias de la Ley 8/1990. Den-
tro de este estudio, el Prof. Parejo se cues-
tiona detenidamente la constitucionalidad
del régimen transitorio general previsto en
la disposición transitoria Ia desde el punto
de vista de la garantía de la propiedad del
artículo 33.3 de la Constitución, en rela-
ción con los principios generales de seguri-
dad jurídica, interdicción de la arbitrarie-
dad, irretroactividad de las disposiciones
restrictivas de derechos individuales y res-
ponsabilidad de los poderes públicos con-
sagrados en el artículo 9.3 CE. Aquí el au-
tor mantiene una posición claramente
validadora del texto legal, al considerar
que la aplicación del indicado régimen
transitorio no supone, en sus efectos, una
revisión o modificación anticipada de la
ejecución del planeamiento en vigor (su-
puesto que, conforme al de la Ley del Suelo
de 1976, podía dar lugar a indemnización
en favor de los propietarios afectados), si-
no que se trata de una nueva delimitación
legal y general del contenido del derecho
de propiedad que, por tanto, y de confor-
midad con la doctrina del Tribunal Consti-
tucional (STC 227/1988, sobre la Ley de
Aguas; hoy plenamente confirmada por la
STC 149/1991, sobre la Ley de Costas) no
desencadena «consecuencia indemnizato-
ria alguna». El análisis del régimen de De-
recho transitorio termina —y con él, la
primera parte del libro— con un estudio
de las modulaciones que experimenta di-
cho régimen, en función de las fases rele-
vantes del proceso urbanístico: a) fase de
planeamiento; b) fase de urbanización y
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equidistribución de beneficios y cargas,
con verificación de las cesiones obligato-
rias; c) fase de construcción o edificación;
y d) fase de utilización y conservación de
las edificaciones ya existentes.

La parte segunda del libro está dedica-
da a la «valoración y expropiación del sue-
lo en la Ley 8/1990, de 25 de julio». Esta
parte arranca con una introducción (capí-
tulo VI) en la que se destaca la correspon-
dencia entre el modelo secuencial y diná-
mico de adquisición de las facultades
urbanísticas que conjuntamente confor-
man el derecho de propiedad urbanística
y el sistema de valoración diseñado en la
nueva Ley.

Antes de entrar en el análisis del nuevo
régimen de valoraciones del suelo, el Prof.
Parejo se adentra (capítulo VII) en «la
cuestión de la constitucionalidad de la regu-
lación legal en materia expropiatoria». En
esta cuestión, partiendo de la doctrina sen-
tada por el Tribunal Constitucional, desta-
ca dos aspectos. Por un lado, las dudas de
constitucionalidad (o mejor debía decir,
inconstitucionalidad) que, desde el punto
de vista de la distribución de competencias
entre Estado y Comunidades Autónomas,
suscitan las concretas determinaciones del
texto lega] relativas a la expropiación en su
vertiente de instrumento positivo puesto a
disposición del poder público para el cum-
plimiento de sus fines de interés general o
como mecanismo de sanción por el incum-
plimiento de los deberes derivados de la
función social de la propiedad. Por otro, la
legitimidad constitucional del sistema ob-
jetivo de valoración del suelo, en relación a
la garantía constitucional indemnizatoria
de la expropiación.

El estudio de las disposiciones de la Ley
en materia de expropiación concluye con
un análisis (capítulo VIII) acerca del im-
pacto de aquéllas en la legislación estatal
urbanística y general expropiatoria. Espe-
cial importancia reviste el problema relati-
vo a la determinación del alcance de la de-
rogación practicada por la ley en dicha
materia; singularmente, el que plantea la
regla de la universalidad de la aplicación
de los criterios de valoración de la Ley
(art. 73) y disposición derogatoria de la
misma, en relación a la regla de la libertad
estimativa del artículo 43 de la Ley de Ex-
propiación Forzosa.

En el capítulo EX, y último del libro, se
aborda ya directamente el nuevo régimen
de valoraciones del suelo. En él, explica,
en primer lugar, la independencia del sis-
tema de valoración aplicable en la fijación
del justiprecio expropiatorio, respecto de
los preceptos sobre «reducción» por in-
cumplimiento de los deberes del propieta-
rio, salvando la aparente «inconsecuencia
del legislador» que resulta de lo dispuesto
en el artículo 85 de la Ley.

De la misma forma, encuentra acomodo
para «el curioso contenido de la disposi-
ción adicional 6a» que permite salvar, a
efectos de valoración, la no operatividad
en suelo urbano (de Municipios sujetos al
régimen de aplicación parcial de la Ley)
del mecanismo del aprovechamiento tipo.
A continuación, estudia los diferentes ti-
pos de valores contenidos en la Ley y su
ámbito de aplicación en relación a cada
clase de suelo y del grado de ejecución del
proceso urbanístico (valor inicial, valor
«inicial complementado», valor urbanísti-
co «previo» y valor urbanístico).

Finalmente, analiza las disposiciones le-
gales referentes a la expropiación. Aquí
destaca, en primer lugar, las dudas acerca
tanto de la viabilidad, como de la correc-
ción singularmente desde la perspectiva
del principio constitucional de la igualdad
de las operaciones que se implican en el
procedimiento expropiatorio por incum-
plimiento de los deberes legales por parte
del propietario (art. 77). Dentro de este
apartado, dedica una especial atención a
la exclusión en determinados supuestos
del derecho de reversión (art. 75). Exclu-
sión —ésta— que, según subraya Parejo,
es perfectamente legítima desde el punto
de vista constitucional, toda vez que se
trata de un derecho que no forma parte de
las garantías constitucionalmente recono-
cidas por la Constitución, y, por tanto, de
configuración legal ordinaria.

El libro termina con dos apartados en
los que se analizan los distintos supuestos
expropiatorios y las reglas sobre el justi-
precio y su relación con el sistema de valo-
ración del suelo.

Nos encontramos, pues, con un libro al-
tamente sugerente y esclarecedor a la vez,
que aporta nuevos planteamientos (en la
medida que lo aborda en clave constitu-
cional-legal) al problema de la lectura e in-
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terpretación del nuevo sistema resultante
de la Ley 8/1990. A ello hay que añadir que
el estudio, aunque en algunos apartados es
fundamentalmente expositivo, mantiene
en todo momento una coherente concep-
ción de fondo que se refleja en el carácter
riguroso de todo el discurso. En suma,
una obra importante que contribuirá, sin
duda, a un mejor entendimiento y conoci-
miento de los diversos interrogantes que el
nuevo texto legal ha dejado planteados.

MIGUEL CASINO RUBIO

JUAN PEMAN GAVIN. Igualdad de los
ciudadanos y autonomías territo-
riales. Civitas-Prensas Universita-
rias. Universidad de Zaragoza.
Madrid, 1992. 331 págs.

La bibliografía relativa al fenómeno au-
tonómico es hoy en día impresionante. Se
ha estudiado desde múltiples enfoques to-
do el proceso jurídico-político de la des-
centralización española, contándose inclu-
so algunas obras sobre la materia entre las
más valiosas páginas de la ciencia del De-
recho público de los últimos tiempos. La
doctrina científica ha desempeñado, sin
duda en este asunto como en ningún otro,
un significativo papel, cumpliendo la mi-
sión social de clarificar y potenciar el de-
sarrollo del Ordenamiento, así como su
aplicación. El diseño constitucional de la
organización territorial del Estado, inicial-
mente vacilante, no parece ofrecer ya in-
cógnitas en sus grandes líneas estructura-
les, a lo que no es ajeno el papeí (si no de
actor estelar, ciertamente de protagonista
destacado) al que aludía.

Parece que, en el momento presente, el
«tempo« debe ser otro. Me refiero a la es-
casez de trabajos que desciendan más a la
altura del ciudadano, que se sitúen en la
perspectiva de descubrir —una vez asen-
tados los grandes principios organizati-
vos— el corazón de lo que supone la auto-
nomía. Ya conocemos la estructura, se
han ensamblado las piezas del esqueleto y
ahora es preciso que, una vez puesto en
pie y funcionando, se descubra la huella
que deja. La autonomía en movimiento

implica, ante todo, diversidad. No sólo di-
versidad coyuntural de partida por el
planteamiento que lleva a cabo la Consti-
tución (las diferentes vías de acceso y su
traducción en el nivel competencial; me-
jor, las diferentes velocidades), sino tam-
bién diversidad de llegada, de resultado.
Los Parlamentos y los Gobiernos autonó-
micos, ejerciendo potestades públicas en
las materias de su competencia, compo-
nen el cuadro de la España diversa que es
el Estado de las Autonomías.

El libro del Profesor Pemán cumple ese
objetivo. De su lectura se extrae la visión
combinada de lo estático —el diseño cons-
titucional— y lo dinámico —la vivencia
ciudadana del Estado compuesto—. Se
trata de un estudio de las relaciones com-
plejas que en nuestro Ordenamiento se en-
tablan entre dos principios aparentemente
opuestos: la igualdad y la autonomía.

La tesis central que se defiende es la de
que la tensión constitucional de los princi-
pios de igualdad y de autonomía se pro-
yecta legalmente en la definición de un
«status» jurídico básico de todos los espa-
ñoles en todo el territorio nacional (un
mismo conjunto de derechos y obligacio-
nes aplicable al ciudadano español por el
hecho de serlo), lo que viene complemen-
tado, de un lado, por la legítima existencia
de diferencias de trato en ciertas materias
en las distintas Comunidades Autónomas
—proyección directa de la autonomía de
la que éstas gozan (diferencias enmarca-
bles, estrictamente, en las reglas de distri-
bución de competencias y, en último caso,
en criterios de razonabilidad objetiva de la
distinción no discriminatoria)— y, de otro
lado, por la preocupación del constituyen-
te sobre la igualdad sustancial de los espa-
ñoles. Preocupación ésta que, derivada de
la configuración decididamente social del
Estado, se traduce en mecanismos orien-
tados a la corrección de las desigualdades,
fundamentalmente en su soporte o en su
vertiente territorial.

Se presta, en primer lugar, atención al
Derecho comparado de orientación fede-
ral, en los ejemplos de Suiza, Estados Uni-
dos y, en particular, la República Federal
de Alemania, con la que se destacan las
importantes conexiones jurídico-constitu-
cionales. Fruto de ese estudio comparado
es precisamente la sistemática que se si-
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gue en la Parte Segunda del libro para
abordar los problemas que se plantean en
nuestro país en los tres campos en los que
se desenvuelve el enfrentamiento entre la
igualdad de los ciudadanos y el hecho au-
tonómico territorial: la igualdad de trato
en cada Comunidad Autónoma, la identi-
dad de status jurídico básico de todos los
españoles con independencia de la Comu-
nidad de residencia y la igualdad material
de las condiciones de vida en cualquier
Comunidad Autónoma. A cada uno de
ellos se dedican los epígrafes que integran
esa Parte Segunda. Con un completísimo
aparato crítico y abundante referencia a la
jurisprudencia constitucional, se contie-
nen a lo largo de la obra una serie de apor-
taciones interesantes, algunas de las cua-
les pasamos a reseñar con brevedad,
acompañando, en su caso, algún comenta-
rio centrado en los problemas propios del
Ordenamiento español.

Muy interesante es la interpretación que
del art. 139.1 CE realiza el Profesor Pe-
mán, en cuanto que vendría a ser una es-
pecie de precepto «muerto». La declara-
ción genérica de que «todos los españoles
tienen los mismos derechos y obligaciones
en cualquier parte del territorio del Esta-
do», sobre no haber sido tomada en consi-
deración por los Tribunales como regla de
interdicción de las diferencias de trato por
razón de la vecindad o residencia (la con-
dición política de «ciudadano» de una de-
terminada Comunidad), se plantea en tér-
minos tan categóricos que no puede
resultar operativa, pues es innegable que
el ejercicio de la autonomía producirá, le-
gítimamente, alguna diferencia en el trato
que las Comunidades Autónomas dispen-
sen a residentes y a no residentes. A estos
efectos, resultará de aplicación, como lí-
mite a las discriminaciones autonómicas,
el principio general de igualdad del art. 14
de la Constitución, cuya interpretación ju-
risprudencial ya consolidada proporciona
los elementos hermenéuticos necesarios
para enjuiciar como ajustada o no a Dere-
cho una diferencia en el trato autonómico,
en función de la razonabilidad objetiva de
la distinción y de otros criterios (propor-
cionalidad, etc.).

La aplicación de los criterios de inter-
pretación que posibilitan excepciones a la
igualdad de trato de los españoles en una

serie de materias que hasta el presente
han podido ser causa de problemas, su-
pone la escenificación práctica de lo
apuntado, que se despliega en un catálo-
go de cuestiones como el sufragio activo
y pasivo, la actividad autonómica de fo-
mento, la acción social y los servicios pú-
blicos autonómicos, el acceso a la fun-
ción pública autonómica, la contratación
administrativa, etc.

Un segundo nivel de enfrentamiento de
los principios de igualdad y de autonomía
es el que tiene lugar en el ámbito de la de-
finición por cada Comunidad Autónoma
del catálogo de derechos y deberes. Dicho
enfrentamiento no es verdaderamente tal,
pues se encauza mediante las reglas de
distribución de competencias. Como de-
muestra Pemán, el conjunto de mecanis-
mos constitucionales puestos a punto para
la distribución del poder político en torno
a los conceptos de materias y de compe-
tencias ejercitables sobre las mismas por
cada nivel territorial determina, a la pos-
tre, que el «status» jurídico del ciudadano
español es básicamente uno y el mismo en
todo el territorio, definido por el Estado a
través de esos cauces, que pueden permi-
tir, no obstante, diferencias entre Comuni-
dades Autónomas.

A propósito de esos mecanismos de atri-
bución competencial, el Profesor Pemán
realiza ciertas precisiones, como el recor-
datorio de la imposible aplicación del
principio de igualdad del art. 14 de la
Constitución a las diferencias de regula-
ción derivadas de las potestades normati-
vas de las Comunidades Autónomas —por
tratarse de un principio aplicable homogé-
neamente en un único Ordenamiento y no
término de comparación entre Ordena-
mientos distintos—, así como la relativa
incidencia competencial de la reserva de
Ley Orgánica (asunto éste ya tratado en
ocasiones anteriores por el autor), en la
medida en que constituye título habilitan-
te a favor del Estado sólo en el caso de
aquellos derechos en relación a los cuales
aquél no dispone de atribución competen-
cial específica.

En tercer lugar, también la considera-
ción del art. 149.1.1a como «cláusula de
cierre» del sistema, permitiendo al Estado
intervenir con carácter general con la fi-
nalidad de garantizar la igualdad de todos
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los españoles en las «condiciones básicas
de ejercicio de los derechos y deberes
constitucionales». En la aproximación
que se hace al contenido y funcionalidad
de este precepto en la jurisprudencia del
Tribunal Constitucional, queda la sensa-
ción de que se le está dando una proyec-
ción muy amplia que posibilita la aplica-
ción de esta regla a manera de comodín,
en ocasiones como título competencial
autónomo, en ocasiones complementario
de otros o bien como regla interpretativa
de la atribución de competencias (quizás
como síntoma indicativo de la falta de su-
ficiente decantación jurisprudencial de la
misma). De modo que acaba suponiendo
materialmente una gran diversidad de
consecuencias, tan sólo valorables en el
caso concreto, sobre lo que se entiende
que sean tales «condiciones básicas». Lo
que, unido a la inexistencia de reglas si-
milares en otros Ordenamientos —que el
propio autor resalta, señalando la excep-
cionalidad del art. 72.2 de la Ley Funda-
mental de Bonn en el conjunto de los sis-
temas federales— puede avalar la idea de
la escasa consistencia teórica de tal previ-
sión, que, desde luego, no encuentra un
campo nítido de encaje en el diseño terri-
torial y en el reparto del poder que éste
comporta, en cuanto que, por lo menos,
no viene a añadir algo sustantivo al con-
junto de reglas que disciplinan aquéllos.

Realiza finalmente el Profesor Pemán
un estudio riguroso de la noción de «soli-
daridad» a partir de la inmediata cone-
xión que hace el art. 2 de la Constitución
entre autonomía de las nacionalidades y
regiones y solidaridad entre todas ellas,
como explicación de un tercer escalón en
la igualdad de los españoles, en este caso
el relativo a la que el autor llama, acerta-
damente, «igualdad sustancial» de las Co-
munidades Autónomas en el seno del Es-
tado (y, por tanto, de las condiciones de
vida de aquéllos en el territorio de éste),
en el sentido del art. 138, esto es, de exis-
tencia de un equilibrio económico ade-
cuado y justo entre éstas. De manera que
esta noción implica activamente a los po-
deres públicos del Estado social tanto en
la evitación como en la corrección de los
desequilibrios.

A tal efecto, se apoya en los datos nor-
mativos para explicitar el contenido de

dicho principio de solidaridad constitu-
cionalmente proclamado. Con arreglo a
los mismos, la solidaridad aparece en la
Constitución con un contenido jurídico
cierto y concreto, que permite ser orde-
nado sistemáticamente en torno a dos po-
los generadores de obligación de «actua-
ción solidaria» impuesta a los poderes
públicos: prohibiciones y mecanismos de
compensación.

La virtud de este planteamiento estriba
en articular efectivamente el principio de
solidaridad, de modo que al encontrar
plasmación expresa en el texto constitu-
cional mediante auténticas normas jurí-
dicas positivas —ciertas y obligatorias,
determinantes de consecuencias ineludi-
bles para la actuación pública, tanto es-
tatal como autonómica—, se ahuyenta el
fantasma de la tentación, no pocas veces
presente (fundamentalmente, pero no só-
lo, en el Estado), de invadir competen-
cias ajenas o de limitar su legítimo ejer-
cicio, invocando espiritualmente un
pretendido principio jurídico general de
solidaridad no concretado institucional
ni normativamente y con una gran ten-
dencia expansiva.

No obstante, en términos de explicación
puramente conceptual no parece desdeña-
ble el anclaje teórico de la solidaridad en
la idea general de la lealtad constitucional
como inspiración del funcionamiento y
desarrollo del sistema todo (al estilo de la
«Bundestreue» alemana), más que como
concreta pauta de enjuiciamiento, máxime
cuando la Constitución española incorpo-
ra como parámetro de constitucionalidad
el contenido negativo (prohibicional) de la
solidaridad destacado por Pemán. Es claro
que la valoración que desde el punto de
vista de la solidaridad merezca alguna ac-
tuación estatal o autonómica sólo resulta-
rá de su contraste con esas prohibiciones
constitucionales (arts. 138.2, 139.2 y
157.2) y que, en último término, deberá
apoyarse en aquel concepto abstracto que
supone la solidaridad en su función de
«imponer a todos los poderes públicos un
comportamiento leal, aceptando la reglas
del sistema y procurando su conserva-
ción» (en palabras de Santiago Muñoz
Machado, Derecho público de las Comuni-
dades Autónomas, vol. I, Civitas, Madrid,
1982, p. 185).
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Creo que este planteamiento de la soli-
daridad es particularmente acertado en
la medida en que traduce el completo
significado del art. 2 CE, del que deriva
sin duda la necesidad de que el funciona-
miento del Estado autonómico se apoye
en la «lealtad» al mismo de las partes, co-
mo camino que debe recorrerse en am-
bas direcciones, sobre todo teniendo en
cuenta que el «nivel negativo» de la soli-
daridad que se expresa en la Constitu-
ción sólo parece querer proyectarse sobre
la esfera de actuación de las Comunida-
des Autónomas. Es obvio que reglas
constitucionales como la que proscribe la
adopción de medidas que obstaculicen la
libre circulación y establecimiento de
bienes y personas en todo el territorio
(art. 139.2) obligan tanto a autoridades
estatales como autonómicas, del mismo
modo que la prohibición establecida en
el art. 138.2 de que las diferencias entre
los Estatutos autonómicos supongan pri-
vilegios económicos o sociales no se pro-
yecta exclusivamente en la actuación que
puedan llevar a cabo las Comunidades
Autónomas, sino en el conjunto de insti-
tuciones del Estado que participan en la

elaboración, aprobación y puesta en
práctica de la norma institucional básica
de cada Comunidad.

Acaba el libro, después de estudiar las
técnicas previstas en el Ordenamiento es-
pañol para la realización efectiva de la so-
lidaridad (las transferencias financieras
del Estado a las Comunidades Autónomas,
las inversiones estatales, la política de in-
centivos regionales y otras), haciendo una
muy lúcida consideración de conjunto del
principio de solidaridad en el Estado de
las Autonomías, que bascula entre una va-
loración positiva de la institucionalización
práctica del ideal solidario regional y la
falta de una perspectiva temporal suficien-
temente amplia como para apreciar los lo-
gros alcanzados a través de la misma.

Por todo ello, en resumen, nos encon-
tramos ante una obra altamente reco-
mendable para todo aquel que se acerque
al sistema autonómico español, sobre to-
do desde la perspectiva de obtener una vi-
sión global de las consecuencias que su-
pone la autonomía en el plano de la
diversidad jurídica.

VITELIO M. TENA PIAZUELO
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